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Tribunal Superior de Justicia de Madrid
Sala de lo Contencioso-Administrativo
Sección Séptima
C/ General Castaños, 1 , Planta Baja - 28004
Tlfs. 914934767
33009750

NIG: 

Procedimiento Ordinario  
Demandante:  D./Dña. 
PROCURADOR D./Dña. JOSE JAVIER FREIXA IRUELA
Demandado:  DIRECCIÓN GENERAL DE LA POLICÍA. DIVISIÓN DE FORMACIÓN 
Y PERFECCIONAMIENTO 
Sr. ABOGADO DEL ESTADO

SENTENCIA Nº 

Presidente:
Dña. ELVIRA ADORACIÓN RODRÍGUEZ MARTÍ
Magistrados:
Dña. Mª JESÚS MURIEL ALONSO
D. IGNACIO DEL RIEGO VALLEDOR
D. SANTIAGO DE ANDRÉS FUENTES
D. MANUEL  PONTE  FERNÁNDEZ 

En la Villa de Madrid a treinta  de marzo de dos mil veintitrés.

Esta Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid (Sección Séptima) ha visto el recurso contencioso administrativo nº  
interpuesto por don , contra la resolución Dirección 
General de la Policía desestimatoria por silencio del recurso de alzada interpuesto por el 
recurrente contra el acuerdo del tribunal calificador  del proceso selectivo de ascenso a la 
categoría de inspector de la Policía Nacional, de 29 de enero de 2020, haciendo público el 
resultado del segundo ejercicio, en el que el recurrente resultó no apto. 

Ha sido demandada la Administración General del Estado representada y dirigida por 
el Abogado del Estado.

Y ha actuado como ponente don Ignacio del Riego Valledor,  magistrado de la Sala.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El expresado actor interpuso recurso contencioso-administrativo frente 
a la resolución identificada en el encabezamiento y, formalizada demanda, en la que alega 
los hechos y fundamentos que considera pertinentes  termina con la solicitud de Sentencia en 
la que previa anulación del acto recurrido, se declare al recurrente apto en el segundo 
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ejercicio de resolución de caso práctico de la convocatoria publicada por Resolución de 3 de 
junio de 2019, de la Dirección General de la Policía, de ascenso a la categoría de Inspector 
de la Policía Nacional, y si su puntuación final en el concurso oposición, resultara suficiente 
para la asignación de una de las plazas convocadas, se le reconozca el derecho a ser 
convocado al Curso de Formación Profesional de carácter selectivo previsto en la propia 
Convocatoria.

Caso de superar este período, el hoy recurrente deberá ser nombrado Inspector del 
Cuerpo Nacional de Policía, con la misma antigüedad y resto de efectos económicos y 
administrativos que los obtenidos por quienes superaron esta convocatoria.

En consecuencia, se deberá practicar, en su momento y en su caso, la oportuna 
liquidación de haberes a fin de abonar las diferencias que pudieran existir entre las 
retribuciones que perciba el recurrente en la fase de formación a la que fuere llamado y las 
que deberían habérsele abonado de haber sido designado Subinspector en el mismo momento 
en el que fueron nombrados como tales los compañeros de la promoción en la que concurrió.

Esta cantidad resultante de la liquidación eventualmente a efectuar se verá 
incrementada por los intereses correspondientes, calculados al tipo de interés legal, 
computados desde la fecha en que, en su caso, como consecuencia de la superación de la 
Fase Práctica del proceso selectivo correspondiente, el hoy actor fuera efectivamente 
nombrado Inspector del Cuerpo Nacional de Policía (momento a partir del cual se puede 
conceptuar con líquida, vencida y exigible la suma reconocida como de abono en la presente 
resolución), y hasta la fecha del efectivo abono del principal.

SEGUNDO. El Abogado del Estado contestó a la demanda mediante escrito en el 
que alegó los hechos y fundamentación jurídica que estimó pertinentes y suplicó a la Sala 
que dictase sentencia por la que se desestime el recurso interpuesto, confirmando en todas 
sus partes la legalidad de la resolución impugnada.

TERCERO. Practicada la prueba declarada pertinente y evacuado el trámite de 
conclusiones por las representaciones de las partes,  se señaló para  la votación y fallo el día 
29 de marzo de 2023, fecha en que ha tenido lugar. 

El presente recurso se amplió a la Resolución de la Dirección General de la Policía de  
28  de  enero de 2021,  por la que se desestima de forma expresa el recurso  formulado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. El recurrente, funcionario del Cuerpo Nacional de Policía con la 
categoría profesional de subinspector, al ser declarado no apto en el segundo ejercicio 
(resolución de un caso práctico) del proceso selectivo de ascenso a la categoría de Inspector, 
modalidad de concurso oposición, convocado por resolución de 3 de junio de 2019 de la Dirección 
General de la Policía,  resultó excluido del proceso. 
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Argumenta el demandante que en el expediente administrativo no consta que se 
hubieran aprobado por el tribunal de selección, en acta documentada, los criterios de 
corrección del segundo ejercicio, y ni siquiera constan incorporados en el expediente dichos 
criterios de corrección y calificación de cada pregunta que conforma dicha prueba. Tampoco 
consta en el expediente que, una vez hubieran sido aprobados por el tribunal, dichos criterios 
de calificación hubieran sido notificados en modo alguno a los opositores con carácter previo 
a la realización de la prueba, defectos todos ellos  insubsanables salvo que se declare la 
nulidad de la prueba y se repita a todos los aspirantes en idénticas condiciones de igualdad.

Considera que el modelo de examen y los criterios de corrección han sido elaborados 
a posteriori, con ocasión de este procedimiento. 

No constan en el expediente definidos ni los criterios cualitativos, ni cuantitativos 
que deban presidir la corrección de la prueba. Tampoco se explica en modo alguno como se 
alcanzan los 4,53 puntos asignados y no otra puntuación cualquiera, ni se asignan 
puntuaciones parciales a cada pregunta o respuesta, ni consta el establecimiento de cómo se 
deberán valorar las puntuaciones en las diferentes partes, ni consta en el expediente un acta 
de corrección levantada por los calificadores, que permita al Tribunal de Justicia, llevar a 
cabo un control sobre la realidad y adecuación de las puntuaciones otorgadas. Tampoco se 
explica en el expediente en modo alguno, el porqué de cada puntuación otorgada a cada 
respuesta atentando todos estos particulares contra el deber de adecuada motivación del 
juicio técnico. No se ha incorporado al mismo las respuestas de todos los aspirantes que 
participaron en el segundo ejercicio del proceso selectivo de ascenso a la categoría de 
Inspector de la Policía Nacional, en la modalidad de Concurso-Oposición, con indicación de 
la puntuación otorgada a cada uno de ellos en el mismo, y por ello esta parte no puede 
efectuar sobre dichos ejercicios una comparación de los mismos que acredite la arbitrariedad 
de la calificación otorgada al recurrente. 

Aporta informe pericial acreditativo de la calificación que le debería haber sido 
asignada por el tribunal del proceso selectivo.

SEGUNDO.- La Sra Abogada del Estado se opuso a la demanda argumentando que  
las  bases  no  preveían  la  publicación previa  de  los  criterios  de  corrección, valoración  y  
superación  en  relación  con  el  segundo ejercicio;  esta  circunstancia,  que  en  ningún 
momento  fue  objeto  de  impugnación  por  el  recurrente,  ni  dentro  del  plazo  establecido  
para  la impugnación de las bases ni durante el desarrollo del proceso selectivo, antes de la 
realización del segundo ejercicio, era algo absolutamente lógico: se trata de un ejercicio de 
contenido práctico en el que resulta difícil, por no decir imposible, establecer y publicar con 
carácter previo unos criterios de corrección y valoración.  

  El  resultado  de  “no  apto”  del recurrente obedeció  a  la  valoración  dada  a  la  
misma  por  el  Tribunal  Calificador,  que  se explicita en el acta de dicho Tribunal, que 
aparece en los folios 10 y ss. del Complemento del expediente.
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El  Tribunal  Calificador ha  actuado  en  uso  de  las  atribuciones  que  le  han  sido  
conferidas, propias de su discrecionalidad técnica, rigiéndose en todo momento por lo 
estipulado en las Bases de la convocatoria, bases que obligan tanto al  órgano  calificador  
como  a los  participantes en las  pruebas  selectivas,  e,  igualmente  se  ha  atenido al 
conjunto de la normativa aplicable al proceso selectivo, teniendo la competencia para fijar 
los criterios de actuación que deben regir el mismo. La  presunción  de  certeza  o  
razonabilidad  de  la  actuación  administrativa  no  puede  quedar desvirtuada por las 
alegaciones del recurrente, pues solo los miembros del órgano calificador han actuado  con  
imparcialidad  e  independencia.  El  juicio  de  la  Administración  se  ha  basado  en  la 
discrecionalidad técnica, habiéndose respetado los requisitos legalmente establecidos.

TERCERO.- La convocatoria en cuestión contemplaba 66 plazas de Inspector para 
la modalidad de concurso-oposición. 

El segundo ejercicio, aquí cuestionado, consistía en resolución por escrito en noventa 
minutos de un caso práctico sobre las materias del temario, relacionado con las funciones y 
tareas de la categoría a la que se aspira. Posteriormente, los opositores deberán leer ante el 
Tribunal, en sesión pública, este ejercicio. Tras la lectura, el Tribunal podrá solicitar de los 
aspirantes las aclaraciones que estime convenientes, así como formular preguntas dirigidas a 
contrastar sus conocimientos. El tiempo empleado en la lectura no podrá exceder de veinte 
minutos. El segundo ejercicio se calificará de cero a diez puntos, siendo necesario obtener un 
mínimo de cinco para aprobar. 

CUARTO.- Alega el demandante en primer lugar, como causa de anulación, el no 
haberse publicado con carácter previo los criterios de corrección y valoración. 

No consideramos que en este caso concurra causa de anulación. La convocatoria 
establecía  que el segundo ejercicio se calificaría de cero a diez puntos, siendo necesario un 
cinco para aprobar. Del examen de la plantilla del caso práctico se desprende que se 
proponían cuatro supuestos, por lo que la respuesta a cada uno de los mismos suponía 2.5 
sobre el máximo obtenible de 10. 

La publicación previa de criterios de corrección es precisa, entendemos, cuando la 
misma no es homogénea, es decir, cuando se asigna mayor valor a parte de un ejercicio 
frente al resto, no cuando se trata de una asignación de puntos dando igual peso a cada 
pregunta o supuesto. 

Lógicamente el Tribunal Calificador no va a publicitar con anterioridad el contenido 
de los supuestos prácticos, ni especificar los criterios de corrección con tal detalle que 
conduzca al conocimiento previo de la solución. Es por ello que en los exámenes de 
conocimientos ya sean teóricos o prácticos usualmente no existe una publicación de los 
criterios de corrección, como decimos, cuando cada pregunta tenga el mismo valor. La 
suficiencia de la respuesta dada por el opositor viene dada por la valoración del tribunal 
calificador, en atención al nivel de conocimientos mínimo que considera exigible, o al nivel 
demostrado por otros aspirantes, cuestiones estas que se corresponden con su 
discrecionalidad técnica. 

QUINTO.- Durante la tramitación del procedimiento se han producido una serie de 
dilaciones, ante la reiterada petición del actor de inclusión en el expediente de la 
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contestación al caso práctico dada por cada uno de los aspirantes declarados aptos, 
negándose la Dirección General a cumplir el requerimiento realizado a tal fin por el Sr. 
Letrado de la Administración de Justicia, negativa de la Administración inicialmente carente 
de explicación alguna,  y finalmente esgrimiendo la Ley de Transparencia y el derecho a la 
privacidad de los aspirantes no litigantes. 

Como consta en el procedimiento, se procedió finalmente por el Sr. Letrado a 
denegar el completar el expediente con dichas contestaciones, lo que fue confirmado en 
revisión por la Sala.

Finalmente en fase de prueba se acordó como pertinente la solicitud al Tribunal de 
las contestaciones al caso práctico de los dos últimos aprobados, sin que por la 
Administración se haya cumplimentado. 

Diremos en primer lugar que no le corresponde a la Administración el combatir u 
oponerse a los requerimientos realizados por los órganos de la jurisdicción, papel que en su 
caso corresponde al Letrado del Estado. 

Añadiremos que las razones finalmente esgrimidas por la Dirección General para 
denegar la entrega de los exámenes de otros aspirantes  son infundadas, y contradicen 
reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo. 

El derecho del participante en un proceso de selección a obtener copias de su examen 
y de los exámenes del resto de participantes fue ya declarado por el Tribunal Supremo en 
Sentencia del  6 de  junio de 2005, la cual declara el derecho de acceso, en un supuesto en el 
que ni siquiera se solicitaba tal acceso para interponer recurso administrativo.

En los mismos términos, se ha pronunciado más recientemente el Tribunal Supremo 
en sentencia de fecha 13 de mayo de 2020  rec. 312/2018 que ha llegado a afirmar lo 
siguiente: 

“no cabe sino recordar que la jurisprudencia de la Sala viene manteniendo que los 
participantes en procesos selectivos o de provisión de puestos de trabajo tienen derecho a 
acceder a la documentación del mismo reunida en el expediente, incluida la relativa a las 
valoraciones de los aspirantes con los que compiten. La posición al respecto de esos 
participantes no es la de los interesados a los que se refiere la Ley 19/2013, sino la 
cualificada de un aspirante que, en el marco del artículo 23.2 de la Constitución, aspira a 
progresar en el empleo público por razones de mérito y capacidad con los requisitos 
previstos en las leyes. 

Por lo mismo, no pueden, en principio, oponerse a su pretensión de acceso razones 
relacionadas con la intimidad o con los datos personales de los otros participantes en el 
proceso en la medida en que en el expediente han de reflejarse solamente los extremos 
relativos a la apreciación de dichos méritos y capacidad y lo que diga relación a ellos es 
relevante para la resolución de la convocatoria y, por tanto, para la defensa de su derecho por 
los aspirantes que consideren disconforme a la legalidad la decisión de la misma".

En fin, en la misma línea se pronuncia el Defensor del Pueblo en informe de 20 de 
febrero de 2018, citando la doctrina de la Agencia de Protección de Datos y de la Sala de lo 
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Contencioso de la Audiencia Nacional. Tras la cita del artículo 15 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG), se 
afirma que, en los procesos de concurrencia competitiva, el principio de publicidad y 
transparencia se torna en esencial, como garantizador del principio de igualdad. Así, la 
Audiencia Nacional ha ponderado el principio de publicidad con la protección de datos de 
carácter personal, llegando a la conclusión que durante la tramitación del proceso selectivo 
ha de prevalecer el primero, pues una de las excepciones a la exigencia de consentimiento 
para el tratamiento de datos es el de la colisión con intereses generales o con otros derechos 
de superior valor que hagan decaer la protección de datos por la preferencia que deba 
concederse a ese otro interés. Al tratarse de un procedimiento de concurrencia competitiva, 
consideró la Audiencia Nacional que conforme al artículo 103 de la CE las garantías que 
exige el tratamiento de datos personales no pueden servir para empañar o anular estas 
exigencias generales que obligan a que los procesos se conduzcan cumpliendo unas mínimas 
exigencias de transparencia y publicidad. La superioridad de estos otros valores aconseja que 
en este caso se entienda que no era exigible el consentimiento de aquellas personas que 
participen en un procedimiento de concurrencia competitiva para el tratamiento de las 
calificaciones obtenidas en dicho procedimiento y ello como garantía y exigencia de los 
demás participantes para asegurar la limpieza e imparcialidad del procedimiento en el que 
concurren.

Por ello concluye el Defensor que la Administración debe proporcionar al solicitante 
el acceso a aquella información relevante del proceso selectivo que le permita comprobar la 
limpieza e imparcialidad del procedimiento en el que concurrió, incluidos los datos de 
carácter personal de terceros también participantes en los mismos procesos selectivos con los 
que el solicitante compitió por las mismas plazas.

Sin perjuicio de lo anterior, es igualmente criterio de esta Sala la impertinencia de 
prueba solicitada con carácter prospectivo, es decir, aquella en la que sin valoración alguna y 
con carácter indiscriminado el recurrente solicita voluminosa documentación por si tras su 
examen se desprendiera alguna irregularidad. 

Es por ello que en fase de prueba se consideró inútil solicitar los casos prácticos de 
todos los aspirantes y acordó como pertinente requerir de la Dirección General de la Policía 
la remisión de los exámenes de los dos últimos declarados aptos, lo que se consideraba 
suficiente para que el demandante pudiera realizar la valoración por comparación de la 
puntuación dada a su propio examen, requerimiento que tampoco se ha cumplido. 

SEXTO.- Se alega asimismo falta de motivación de la puntuación dada, argumento 
este que debe estimarse. 

La Administración, al remitir las distintas ampliaciones del expediente, señala que es 
motivación suficiente la expresión de la puntuación numérica que exteriorice su juicio 
técnico. Igualmente se añade (en oficio al remitir el expediente) que la evaluación del 
Tribunal se fundamenta en el rigor analítico, capacidad de síntesis, puesta al día del opositor 
en la problemática policial, así como en el conocimiento teórico y práctico de las materias 
expuestas. 

L
a 

au
te

n
ti

ci
d
ad

 d
e 

es
te

 d
o
cu

m
en

to
 s

e 
p
u
ed

e 
co

m
p
ro

b
ar

 e
n
  
 w

w
w

.m
ad

ri
d
.o

rg
/c

o
v
e

m
ed

ia
n
te

 e
l 

si
g
u
ie

n
te

 c
ó
d
ig

o
 s

eg
u
ro

 d
e 

v
er

if
ic

ac
ió

n
: 

1
2
0
2
8
0
4
2
7
2
5
2
3
9
7
1
0
9
1
3
1
7

barcelona
Gabinete Juridico SV



Tribunal Superior de Justicia de Madrid - Sección nº 07 de lo Contencioso-Administrativo - Procedimiento Ordinario - 

7 de 10

La cita de jurisprudencia que realiza la Administración para entender cumplido el 
deben de motivación con la expresión de la puntuación numérica otorgada se encuentra 
ampliamente superada. 

La STS de 16 de marzo de 2015,  rec.735/2014 recuerda que "cualquier aspirante 
tiene derecho a que le sea comunicada la motivación de las calificaciones y puntuaciones que 
le hayan sido aplicadas por el Tribunal Calificador. Esa comunicación es obligada para la 
Administración tanto cuando le haya sido solicitada por dicho aspirante, como cuando este 
haya planteado su impugnación contra esas calificaciones y puntuaciones.

Lo anterior conlleva que una vez planteada esa impugnación, como aquí aconteció, 
no basta para considerar motivada la controvertida calificación con comunicar la cifra o 
puntuación en la que haya sido exteriorizada, o, como aquí sucedió, manifestar el Tribunal 
que la solicitud ha sido desestimada. 

Es necesario que la justificación o explicación que es inherente a la necesaria 
motivación incluya estos dos elementos inexcusables: (a) los singulares criterios de 
valoración cualitativa que se han seguido para emitir el juicio técnico; y (b) las concretas 
razones por las que la aplicación de esos criterios valorativos conduce, en el ejercicio 
realizado por cada aspirante, a la concreta puntuación y calificación aplicada.

Por todo ello resulta patente que faltando una motivación que incluya tales 
elementos, no es posible discernir si el juicio técnico plasmado en la puntuación aplicada se 
movió dentro de los márgenes de apreciación que resultan tolerables en muchas ramas del 
saber especializado o, por el contrario, respondió a criterios que pudieran resultar no 
asumibles por ilógicos o carentes de total justificación técnica; como tampoco puede 
constatarse si ese mismo juicio fue o no igualitario.

Y, por ello, no se ofrecen al interesado los elementos que le resultan imprescindibles para 
que pueda articular debidamente, con plenitud de su derecho de defensa, la impugnación 
jurisdiccional que quiera plantear frente a la calificación o puntuación que le haya resultado 
lesiva para sus intereses."

En el mismo sentido  la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de octubre de 2016,  
rec. 4034/2014, recuerda que es exigible de la Administración que la misma razone el porqué 
la aplicación de los criterios de valoración establecidos - ya sea directamente por las bases, 
ya sea conforme a ellas o en su virtud por el tribunal calificador - se traducen en una 
puntuación numérica o en una valoración cualitativa.

Y, específicamente, esa Jurisprudencia señala que no es suficiente, en el caso de los 
procesos selectivos, la expresión de una nota numérica: cuando el interesado la cuestione ha 
de explicar el tribunal calificador el porqué de la misma. En este sentido se pronuncian, entre 
otras muchas, las Sentencias de 10 de abril de 2012, rec. 183/2012, 29 de enero de 2014 rec. 
3201/2012 y de 13 de Julio de 2016 rec. 2036/2014.

En resumen, la discrecionalidad técnica significa, por un lado, respetar las 
valoraciones de esa índole que hayan sido realizadas por los órganos cualificados por la 
posesión del correspondiente saber especializado y, por otro, admitir el margen de polémica 
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o discrepancia que sobre determinadas cuestiones venga siendo tolerado en el concreto 
sector de conocimientos técnicos de que se trate.

Pero una cosa es el núcleo del juicio técnico sobre el que opera esa clase de 
discrecionalidad y otra diferente la obligación de explicar las razones de ese juicio técnico 
cuando expresamente hayan sido demandadas o cuando se haya planteado la revisión de la 
calificación que exteriorice ese juicio técnico.

Esto último queda fuera del ámbito propio del llamado juicio de discrecionalidad 
técnica, ya que, ante la expresa petición de que dicho juicio sea explicado o ante su revisión, 
la constitucional prohibición de arbitrariedad hace intolerable el silencio sobre las razones 
que hayan conducido a emitir el concreto juicio de que se trate.

Por otro lado, en cuanto a la motivación, se debe añadir que, ciertamente, es un 
requisito en todo acto administrativo en la medida en que supone la exteriorización de las 
razones que sirven de justificación o fundamento a la concreta solución jurídica adoptada por 
la Administración.

Pues bien, como queda expuesto, no se ha justificado, ni en vía administrativa ni en 
este procedimiento, el porqué de la concreta puntuación asignada al recurrente. En el acta del 
Tribunal de 24 de enero de 2020 se consigna únicamente que concluida la lectura de los 
ejercicios el Tribunal asigna una calificación de 0 a 10 puntos integrada por la suma de las 
correspondientes a cada una de las cuestiones planteadas, conforme a lo acordado en la 
reunión del Tribunal de elaboración y aprobación del caso práctico, del pasado 13 de enero. 

El 20 de abril de 2020, en respuesta a la solicitud del actor, la División de Formación 
informa:

”El día 29 de enero de 2020 se reunió el Tribunal Calificador y se consideró a 
consideración de los asistentes la calificación del segundo ejercicio. Tras el estudio de las 
notas medias obtenidas por los opositores y teniendo en cuenta la dificultad de la prueba,  el 
número de vacantes convocadas para esta modalidad, el Tribunal acordó calificar la prueba 
conforme a los resultados obtenidos y declarar aptos a los opositores que hubieran alcanzado 
5,00 o más puntos.

 El Sr.  realizó la lectura del caso práctico en la mañana del día 24 
de enero de 2020, obteniendo una puntuación de 4,53 puntos, por lo que resultó NO APTO. 

Dentro de las funciones de los miembros del Tribunal, en virtud de su 
discrecionalidad técnica, califican de acuerdo con las respuestas dadas a las preguntas 
formuladas, siendo esta valoración un acto único.

En este sentido, hacer referencia a la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, que en 
sucesivas sentencias (14 de julio y 10 de octubre de 2010) ha señalado que las normas 
reguladoras de la actividad de estos órganos calificadores, sólo les exige formalizar sus 
dictámenes o calificaciones mediante la expresión de la puntuación que exteriorice su juicio 
técnico, y que dicha puntuación será suficiente para que pueda ser considerada formalmente 
correcta la actuación de evaluación técnica. Cumpliendo por tanto con limitarse a 
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exteriorizarla sin que se les pueda reprochar desde un punto de vista formal, que no vaya 
acompañada de una explicación o motivación complementaria.

La División de Formación y Perfeccionamiento a través de webpol, hizo público el 
acuerdo del tribunal, y facilitó los resultados a los opositores el día 29 de enero de 2020 a las 
19:00 horas, pudiendo realizar los interesados la consulta individualizada de su 
puntuación…”

La resolución desestimatoria de la alzada tampoco  proporciona motivación 
adicional. 

SÉPTIMO.- Sin perjuicio de lo anterior, el recurso solo puede ser objeto de 
estimación parcial. 

Lo que el actor solicita es que se declare al recurrente apto en el segundo ejercicio de 
resolución de caso práctico de la convocatoria. Y esta declaración de aptitud en ningún caso 
podría venir amparada por la estimación de ninguno de los argumentos de nulidad o 
anulación que esgrime. 

Si procediera la anulación de la prueba por no haberse publicado previamente los 
criterios de corrección (lo que hemos descartado), el resultado no sería la declaración de apto 
del actor en un ejercicio que habría quedado anulado. 

Y la consecuencia de la ausencia de la debida motivación no puede ser, claro está, la 
declaración de aprobado del recurrente, sino la retroacción de efectos para que por el 
Tribunal se explique y motive la puntuación asignada. 

En consecuencia, y como efecto de la estimación parcial, se anulará la resolución 
recurrida, a fin de que por la Dirección General de la Policía se proceda a convocar 
nuevamente al Tribunal de Selección que realizó la actuación anulada, a fin de que procedan 
a motivar la concreta puntuación dada al demandante, en relación con cada una de las 
respuestas dadas por este a cada uno de los cuatro supuestos, concretando las deficiencias 
expositivas o los errores u omisiones que hayan conducido a dicha puntuación, 4,53, y no a 
otra distinta. 

OCTAVO.- La estimación parcial del recurso determina la no imposición de costas 
(art. 139 LJCA).

FALLAMOS

Estimar parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto por Don 
, contra la resolución Dirección General de la Policía 

desestimatoria del recurso de alzada interpuesto contra el acuerdo del tribunal calificador  
del proceso selectivo de ascenso a la categoría de inspector de la Policía Nacional, de 29 de 
enero de 2020, anulando el mismo por falta de motivación, y para que, con retroacción de 
actuaciones, se proceda por el Tribunal Calificador a facilitar la adecuada motivación de la 
puntuación asignada, especificando conforme se indica en el fundamento Quinto y Sexto, y 
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con relación a sus respuestas y al modelo de contestación, las razones específicas y concretas 
que condujeron a asignarle la puntuación recibida. Sin costas. 

La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá prepararse 
ante esta Sala en el plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, 
acreditándose en el escrito de preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con 
justificación del interés casacional objetivo que presente. Previa constitución del depósito 
previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
bajo apercibimiento de no tener por preparado el recurso.

Dicho depósito habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta de 
Depósitos y Consignaciones de esta Sección, cuenta-expediente nº 2581-0000-93-2685-20 
(Banco de Santander, Sucursal c/ Barquillo nº 49), especificando en el campo concepto del 
documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso” 24 Contencioso-Casación (50 
euros). Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, se realizará a la cuenta general 
nº  0049-3569-92-0005001274 (IBAN ES55-0049-3569 9200 0500 1274) y se consignará el 
número de cuenta-expediente  2581-0000-93-2685-20 en el campo “Observaciones” o 
“Concepto de la transferencia”  y a continuación, separados por espacios, los demás datos de 
interés.

Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 
las leyes.
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